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En la Villa de Madrid a quince de junio de dos mil veintiséis.
Vistos por la Sala de este Tribunal Superior de Justicia, constituida por las Señoras referenciadas al margen, los autos del
Recurso Contencioso-Administrativo PO número 455/2022 interpuesto por el Procurador D. Ignacio Argos Linares, actuando
en nombre y representación de "Fabricación y Transportes de Áridos Fuenpeña SA" contra la resolución dictada el 29 de
diciembre de 2021 por el Viceconsejero de Economía que desestimó el recurso de alzada interpuesto por dicha entidad
contra la resolución de la Dirección General de Industria, Energía y Minas, de fecha 26 de junio de 2020, por la que se ordena
el desmantelamiento del establecimiento de beneficio vinculado con la explotación de recursos de la Sección A) , gravas y
arenas, denominada "ALPESA" nº A030, sita en el término municipal de San Fernando de Henares.
Ha sido parte demandada la Comunidad de Madrid representada y defendida por su letrado.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO. Por el Procurador D. Ignacio Argos Linares, actuando en nombre y representación de "Fabricación y Transportes de
Áridos Fuenpeña SA" se interpuso este recurso contencioso administrativo, requiriéndose el expediente y una vez remitido,
formalizó la demanda en fecha la que, tras exposición de los hechos que consideraba relevantes y cita de los fundamentos
de derecho que estimó aplicables al caso, concluía con la súplica de que se dicte sentencia por la que, con estimación del
presente recurso se anule, revoque y dejen sin efecto las resoluciones recurridas, habida cuenta de la plena legalidad y
vigencia de las autorizaciones otorgadas a mi representada sobre el citado establecimiento de beneficio.
SEGUNDO. Por la representación procesal de la CAM se contestó la demanda oponiéndose a la misma, realizando las
alegaciones que consideró convenientes solicitando la desestimación del recurso formulado.
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TERCERO. Tramitado el procedimiento con el resultado que es de ver en autos quedaron las actuaciones pendientes de
señalamiento, señalándose para deliberación y fallo del recurso el día 25 de febrero de 3036; fecha en que se acordó su
suspensión mediante providencia en la que se decidió solicitar como diligencia final requerir a la recurrente a fin de que
aportase a los autos los Estatutos de la Sociedad de la que es Administradora Solidaria, a la vista de la causa de
inadmisibilidad opuesta por la Administración demandada. Evacuado dicho trámite, se acordó nuevo señalamiento para
deliberación del recurso el día 22 de abril siguiente, fecha en la que no pudo efectuarse debido al número de señalamientos
de la Sección para esa misma fecha por lo que se continuo su deliberación el día 6 de mayo pasado fecha en la que ha tenido
lugar.
Ha sido ponente la Ilma. Sra. Dª Amparo Guilló Sánchez-Galiano quien expresa el parecer de la Sección.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO. El presente recurso impugna la resolución dictada el 29 de diciembre de 2021 por el Viceconsejero de Economía
que desestimó el recurso de alzada interpuesto por dicha entidad contra la resolución de la Dirección General de Industria,
Energía y Minas, de fecha 26 de junio de 2020, por la que se ordena el desmantelamiento del establecimiento de beneficio
vinculado con la explotación de recursos de la Sección A) , gravas y arenas, denominada "ALPESA" nº A030, sita en el término
municipal de San Fernando de Henares.
A) La entidad demandante funda su recurso, sintéticamente, en el siguientes motivos de impugnación:
1º Nulidad de pleno derecho de la resolución objeto del recurso al haberse dictado en un procedimiento invalido o inexistente
(ex. Art. 47.1.a) de la LPAC.
Y ello porque pese a que la Administración afirma que el primer procedimiento, en el que se resolvió el desmantelamiento de
las instalaciones, se declaró caducado por resolución expresa de 27 de mayo de 2019, dictada por el Viceconsejero de
economía y Competitividad, que estimó el recurso de alzada y apreció la caducidad del procedimiento administrativo
tramitado, dicha resolución no aparece y cuando se solicitó la ampliación del expediente para que se incorporase la
Administración respondió que "no consta la resolución solicitada".
La recurrente considera, por tanto, que no existió resolución que declarase la caducidad del anterior procedimiento y pese a
ello se le notificó una nueva resolución de la Subdirectora General de Energía y Minas de 3 de septiembre de 2018 que le
remitía una nueva propuesta de resolución que ordenaba el desmantelamiento del establecimiento; procedimiento en el que
se dictó una nueva resolución de 26 de junio de 2020, objeto del presente recurso, por la que se ordena el desmantelamiento
del establecimiento.
1º La recurrente entiende, con cita de la jurisprudencia del Tribunal Supremo -- STS 436/2018, de 19 de marzo (rec.
2412/2025), STS 438/2018, de 19 de marzo (recurso 2054/2017) y STS nº 1667/2020, de 3 de diciembre-- que la
Administración establa obligada a declarar la caducidad del procedimiento sin que pueda dictar una resolución sin haber
declarado de forma expresa dicha caducidad, sin que conste la existencia de la resolución administrativa que se dice declaró
la caducidad, por lo que las nuevas resoluciones administrativas son nulas de pleno derecho en virtud del art. 47.1.e) y g).
2º Ilegalidad de las resoluciones recurridas al tratarse de actos de ejecución material sin que hayan estado precedidas de las
preceptivas resoluciones de revocación de declaración de caducidad de las autorizaciones administrativas dictadas el 22 de
febrero de 1988, 16 de enero de 1992, y 9 de febrero de 2004 y sin haber tramitado el procedimiento con todas las garantías.
Argumenta que, si bien existe una Orden, de 4 de febrero de 2014, dictada por el titular de la Consejería que declaró la
caducidad de la autorización de explotación minera, dicha Orden no hace mención alguna, ni la caducidad se extiende, a la
planta de tratamiento y se trata de otro derecho minero completamente distinto. Y afirma que en las inscripciones del registro
industrial queda acreditado que los materiales y recurso empleados para el desarrollo de actividades de tratamiento en modo
alguno se circunscriben exclusivamente a los recursos mineros obtenidos de la caducada autorización ALPESA.
La planta de tratamiento de áridos, ubicada en parcela distinta de la correspondiente a la caducada autorización de
explotación de recursos de la sección A) ALPESA, se otorgó tras la tramitación de un procedimiento administrativo distinto
del del derecho minero extractivo y eran proyectos independientes y distintas fueron las resoluciones administrativas que
concedieron la explotación de recursos mineros y la autorización para la instalación y puesta en funcionamiento de una
planta de clasificación y lavado de grava y arena en la finca denominada "Prados de Viveros" sita en el término municipal de
San Fernando de Henares (Madrid).
A mayor abundamiento, considera que estamos ante una vía de hecho, pues sin haberse tramitado el correspondiente
procedimiento destinado a la revocación de las autorizaciones se dejaron sin efecto, con vulneración de las más elementarles
garantías procesales.
-Invoca en apoyo de su pretensión la STSJ de Baleares nº 289/2013 de 27 de enero de 2013 ( y, en el mismo sentido, la
sentencia del TSJ de Madrid nº 617/2007, de 17 de mayo (rec. 1184/2003) de la que se deduce que no se establece como
requisito para explotar el establecimiento de beneficio el tener una autorización distinta de la del propio establecimiento y la
actividad desarrollada en el establecimiento de beneficio es distinta de una actividad extractiva, sin que exista impedimento
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en la norma para que las materias primas que se utilicen puedan provenir no solo de una cantera que se explote por el titular
del establecimiento sino de cualquier otra procedencia distinta, de forma que se le transmiten los recursos mineros para su
transformación o tratamiento.
3º Nulidad de las resoluciones que ordenan el desmantelamiento de la planta de Tratamiento, clasificación y lavado de áridos
por la omisión de todos los trámites del procedimiento administrativo.
La resolución de desmantelamiento de dicha instalación no ha estado precedida de un procedimiento administrativo sino
tanto solo ha sido precedida de un único acto dictado por el mismo órgano que dictó la resolución, sin la debida separación
entre fase instructora y fase resolutoria, infringiendo lo dispuesto en el art. 64.2.b) y d) de la Ley 39/2015.
4º Nulidad del procedimiento y retroacción de actuaciones para que sean examinadas las alegaciones presentadas y se dicte
nueva resolución.
El procedimiento destinado a anular las autorizaciones de la instalación se inició de oficio mediante una propuesta de
resolución concediéndole un plazo de alegaciones que fue notoriamente insuficiente por lo voluminoso de la documentación
a examinar referida a una instalación, reformas y ampliaciones durante 35 años, unido a las vicisitudes del estado de alarma.
Ello motivó la solicitud de una ampliación del plazo para formular alegaciones que fue autorizada. Pese a ello, las
alegaciones se presentaron fuera del plazo concedido, posibilidad que esta permitida al amparo del art. 73 de la Ley 39/2015
en relación con los artículos 53.e) y 76.1 de la Ley 39/2015. Pero la resolución dictada reproducía la propuesta de resolución
y no daba respuesta a las alegaciones presentadas.
5º Caducidad del procedimiento administrativo.
Se ha producido la caducidad del procedimiento que ha culminado con la resolución recurrida. El segundo procedimiento se
inició con una propuesta de resolución, sin que conste la fecha de la misma, si bien fue remitida por oficio de la Subdirectora
General de Energía y Minas de 3 de febrero de 2020 para que presentase alegaciones y la resolución que le puso fin
(resolución de 26 de junio de 2020) le fue notificada a la empresa el 6 de julio de 2020, por lo que se habría sobrepasado el
plazo de tres meses que prevé el art. 21.2 de la Ley 39/2015 cuando las normas reguladoras de este procedimiento no fijen
plazo máximo de duración.
B) El Letrado de la Comunidad de Madrid se opone al recurso.
1º En primer lugar plantea la inadmisibilidad del recurso al amparo del articulo 69.b) de la LJ en relación con el art. 45.2 d) de
esa misma norma.
El art. 45.2 d) exige que con el escrito de interposición se acompañe el documento que acredite el cumplimiento de los
requisitos para entablar acciones las personas jurídicas con arreglo a las normas o estatutos que le sean de aplicación. Y
para ello, según la jurisprudencia del Tribunal Supremo ( STS de 19 de mayo de 2015, recurso 446/2013) es preciso acreditar
el oportuno acuerdo por el órgano que estatutariamente tiene encomendada dicha competencia, exigiéndole la aportación de
los estatutos y del acuerdo social que legitimen la interposición del recurso.
En este caso, junto con el escrito de interposición se aportó, como documento nº 3, el acuerdo social adoptando la decisión
de interponer el recurso que costa adoptada por la administradora solidaria de dicha sociedad mencionando que entre las
facultades que tiene atribuidas, conforme a lo dispuesto en el art. 25 apartado 6 de los Estatutos de la sociedad, se
encuentran los más amplios poderes para la gestión y administración de la sociedad, incluidas la de la representación de la
sociedad en juicio y fuera de el ante toda clase de órganos administrativo y judiciales.
El representante de la Comunidad Autónoma considera que la atribución de dichas facultades no engloba la facultad para
acordar el ejercicio de acciones judiciales, sin que se hayan aportado los estatutos de la sociedad mercantil que permitan
constatar si efectivamente la administradora firmante tiene facultades para acordar el ejercicio de acciones judiciales.
2º Alegaciones referidas a la tramitación del procedimiento.
a) En lo referente a la alegación referida a la inexistencia de una resolución que declare la caducidad del previo procedimiento
tramitado, sostiene que la resolución de 27 de mayo de 2109 que estimó el recurso de alzada y declaró la caducidad del
procedimiento obra en el complemento del expediente administrativo como documento nº 48 .
b) Por lo que respecta a la alegación relativa a la caducidad del segundo procedimiento administrativo que culminó con las
resoluciones que se impugnan, afirma que dado que ni la Ley 22/1973 de 21 de julio de Minas, ni el Real Decreto 2857/1978,
de 25 de agosto por el que se aprueba el Reglamento General para el régimen de la minería, establecen plazo alguno de
caducidad para resolver el procedimiento, el plazo a tomar en consideración es el de tres meses previsto en el art. 21.3 de la
Ley 39/2015.
Ahora bien, la Disposición Adicional Cuarta del Real Decreto 463/2020 de 14 de marzo, por el que se declaró el estado de
alarma como consecuencia de la crisis sanitaria generada por el virus del covid-19, estableció que los plazos de prescripción
y caducidad de cualesquiera acciones y derechos quedaban suspendidos durante el plazo de vigencia del estado de alama y
de las prorrogas que se adopten. Y fue el Real Decreto 537/2020 de 22 de mayo por el que se prorrogaba el estado de alarma
el que en su artículo 10 estableció que la suspensión se alzaba con efectos del 4 de junio de 2020.
Ello implica que el plazo de tramitación y caducidad del procedimiento quedó suspendido desde el 14 de marzo al 4 de junio
(82 días). Y dado que la propuesta de resolución se le notificó a la empresa el 3 de febrero de 2020 y la resolución que puso
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fin al procedimiento se notificó el 6 de julio de 2020 no existe caducidad del procedimiento.
c) por lo que respecta a la retroacción de actuaciones solicitada para que se tengan en cuenta las alegaciones presentadas,
afirma que sus alegaciones no pudieron ser tomadas en consideración antes de dictarse la resolución porque la presentación
tardía de las alegaciones -el 3 de julio de 2020- cuando se había superado el plazo de alegaciones concedido, incluyendo la
ampliación del mismo acordada-, determinó que la resolución ya había sido dictada en fecha 26 de junio estando a su
disposición de forma telemática. En definitiva, las alegaciones se presentaron en el plazo que media entre la puesta a
disposición de la notificación de la resolución y el acceso telemático a la misma. Pese a ello dichas alegaciones se tuvieron
en consideración al resolver el recurso de alzada.
3º Por lo que respecta al fondo considera que la resolución recurrida es ajustada a derecho.
La parte actora parte de la premisa de la absoluta independencia entre la autorización de explotación de recursos mineros y
las que amparan la planta de tratamiento, pero ya la solicitud efectuada por la empresa el 16 de diciembre de 1987 afirmaba
que es peticionario de una autorización de explotación de recurso de la sección A) (grava y arena) para ALPESA y que "para
comercializar dicho recurso necesita lavarlo y clasificarlo" por lo que acompaña un proyecto de instalación. Entiende por
tanto que la planta sirve al objetivo de la extracción y no al revés.
Por ello, una vez declarada la caducidad de la autorización para la explotación de los recursos de la sección A), ello trae
anudado el desmantelamiento de la planta de tratamiento.
La sentencia del TSJ de Baleares invocada de contrario parte de un supuesto diferente al que ahora nos ocupa, pues en aquel
caso la empresa solicitó de forma autónoma a la explotación de los recursos mineros una autorización de instalación de
beneficio y le fue concedida. En este caso, por el contrario, ambas autorizaciones están interconectadas por los propios
términos en los que se solicitó por la empresa.
SEGUNDO. Sobre la inadmisibilidad por falta de aportación del acuerdo corporativo para ejercitar acciones por las personas
jurídicas
Se ha de abordar con carácter previo al examen de las restantes cuestiones planteadas mediante el recurso, la eventual
concurrencia de la causa de inadmisibilidad del mismo opuesta por la Abogacía de la Comunidad de Madrid en su escrito de
contestación y sobre la que versa la diligencia final acordada por esta Sala.
Tras la aportación de los documentos que acompañan al escrito de la parte recurrente a requerimiento de este Tribunal,
hemos de concluir que dicha causa de inadmisibilidad del recurso no concurre en este caso.
Y ello por cuanto con el escrito de demanda inicial aporto la parte recurrente el Acuerdo adoptado por la Administradora
Solidaria de la Sociedad, doña Marina, de fecha 11 de marzo de 2022, por el que acordaba en su condición de tal la
interposición del presente recurso contencioso. La cuestión se traslada por tanto a determinar sí la Sra. Marina era en efecto
administradora solidaria de dicha sociedad y sí en tal condición podía adoptar tal acuerdo.
Pues bien, su condición de administradora solidaria, junto con don Felix, aparece acreditada en el documento nº 5 de los
aportados a requerimiento del Tribunal como diligencia final. Así aparece en la escritura de elevación a público de acuerdos
sociales otorgada ante el Notario don Rafael Cervera Rodilla en fecha 2 de junio de 2005 por la que se modifica el art. 6 de los
estatutos sociales quedando el órgano de administración de la sociedad, al cesar a su administrador único don Luis Miguel,
formado por dos administradores solidarios a los que se nombra por un plazo de cinco años (luego prorrogado mediante
sucesivas escrituras también aportadas de los años 2010, 2015 y 2020) y una de las cuales es la Sra. Marina.
En cuanto a sus facultades para adoptar el Acuerdo de ejercicio de acciones en nombre de la sociedad , también aparece
acreditado en el documento nº 2 de los aportados-- Escritura pública de protocolización de Acuerdos Sociales, adaptación de
Estatutos y renovación de cargos otorgada en San Fernando de Henares el 29 de octubre de 1992 ante el Notario don Ignacio
Sáenz de Santa María Viena-en la que se transcriben los Estatutos de la Sociedad, importando destacar de los mismos lo
dispuesto en el art. 22 y por lo que aquí interesa: ..."Corresponde al órgano de Administración la gestión, administración y
representación de la Sociedad....n) Comparecer en toda clase de Tribunales.... para instary seguir .... Los procedimientos ....
Contenciosoy económico administrativos...".
Así pues, tratándose de administradora solidaria de la sociedad recurrente, nombrada como tal y que según los Estatutos
podía instar toda clase de procesos contenciosos en representación de la misma, el Acuerdo adoptado por esta acredita su
legitimación para recurrir sin que sea apreciable la causa de inadmisión opuesta por la Administración.
TERCERO. Sobre las irregularidades en la tramitación del primer procedimiento administrativo
La recurrente sostiene que conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo - SSTS nº 436/2018, de 19 de marzo (rec.
2412/2025), STS 438/2018, de 19 de marzo (recurso 2054/2017) y STS nº 1667/2020, de 3 de diciembre- cuando se produce
la caducidad de un procedimiento administrativo por el transcurso de los plazos máximos de tramitación, la Administración
no tiene la posibilidad de continuar con el procedimiento debiendo declarar la caducidad del mismo e iniciar uno nuevo,
siempre que no hayan transcurrido los plazos de prescripción.
Y en este caso, pese a que la Administración afirma que el primer procedimiento, en el que se resolvió el desmantelamiento
de las instalaciones, estaba caducado y que dicha caducidad fue declarada por resolución expresa de 27 de mayo de 2019,
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dictada por el Viceconsejero de economía y Competitividad, solicitada dicha resolución como ampliación del expediente la
Administración contestó que "no consta la resolución solicitada".
La recurrente considera, por tanto, que no existió resolución que declarase la caducidad del anterior procedimiento por lo que
no se podían dictar nuevos actos de tramitación ni dictar una nueva resolución administrativa que ordenase el
desmantelamiento del establecimiento.
Lo cierto es que, con independencia de que la Administración contestase en su día a requerimiento de este Tribunal que
dicha resolución no constaba, la resolución de 27 de mayo de 2019 por la que se declara la caducidad del procedimiento
administrativo si existe y ha quedado incorporada como documento 48 a un "complemento del expediente" remitido por la
Administración. Resolución que aparece firmada digitalmente con sello de autenticidad en la fecha indicada.
Ello conlleva la improcedencia de este motivo de impugnación pues, tras declararse la caducidad de un procedimiento
administrativo si puede iniciarse uno nuevo en el que dictar una nueva resolución de fondo.
CUARTO. Sobre las irregularidades invocadas en relación con el segundo procedimiento administrativo.
El recurso plantea varias irregularidades referidas al segundo procedimiento administrativo que trataremos alterando el orden
en el que han sido planteadas para una mejor claridad expositiva pero que aparecen referidas a los siguientes extremos: a) la
falta de respuesta a las alegaciones presentadas; b) la falta de tramites esenciales en el segundo procedimiento
administrativo; c) la caducidad del segundo procedimiento.
a) La recurrente aduce que, en el segundo procedimiento administrativo, tramitado tras la declaración de caducidad del
primero, se concedió un trámite de alegaciones, pero la resolución que puso fin al mismo se dictó sin tomarlas en
consideracion.
La parte recurrente admite que presentó las alegaciones una vez sobrepasado el plazo inicial concedido e incluso la
ampliación autorizada, pero invoca la posibilidad de presentar alegaciones fuera de plazo al amparo del art. 73 de la Ley
39/2015 y la obligación que tiene la Administración de dar respuesta a todas las cuestiones planteadas por las partes (
artículo 88.1 de la Ley 39/2015).
La Administración demanda reconoce que cuando dictó la resolución que puso fin al nuevo procedimiento no pudo tomar en
consideración las alegaciones presentadas por dicha entidad debido a la demora de la parte en presentarlas. Las alegaciones
se incorporaron y si bien el artículo 73 de la Ley 39/2015 permite su presentación hasta la fecha en que se dicte la resolución,
en el momento en que se presentaron la resolución ya había sido dictada y había sido remitida a la parte para su notificación
electrónica, pero ello no impidió-- y esto es lo verdaderamente relevante--que dichas alegaciones se tomaran en
consideración al tiempo de resolver el recurso de alzada, por lo que no se aprecia indefensión material alguna de la parte que
tuvo la oportunidad de alegar lo que estimo conveniente en su defensa y finalmente sus alegaciones fueron tomadas en
consideración en vía administrativa.
b) En segundo lugar, la recurrente solicita la nulidad de las resoluciones impugnadas al haber sido dictadas sin la cobertura
de un procedimiento administrativo. A tal efecto razona que después de que se produjese la caducidad del primer
procedimiento tan solo consta haberse dictado una propuesta de resolución acordada por el mismo órgano que después
dictó la resolución de fondo, y un trámite de alegaciones, dictándose la resolución de fondo sin la debida separación entre
fase instructora y fase resolutoria, infringiendo lo dispuesto en el art. 64.2.b) y d) de la Ley 39/2015.
Cuando se declara la caducidad el procedimiento administrativo queda inhabilitado como cauce adecuado en el que poder
dictar una resolución valida sobre el fondo. Es más, en la STS nº 9/2017, de 10 de enero (rec. 1943/2016 ) se afirmaba que
«el procedimiento caducado se hace inexistente». De modo que si el procedimiento ha devenido invalido o inexistente, como
consecuencia de su caducidad, ha dejado de ser un cauce adecuado para dictar una resolución administrativa valida que
decida sobre el fondo, por lo que la Administración está obligada a reiniciar uno nuevo.
Así se establece en el art 95.3 de la nueva Ley de Procedimiento Administrativo Común (Ley 39/2015) en el que se afirma
«los procedimientos caducados no interrumpirán el plazo de prescripción» y se añade «En los casos en los que sea posible la
iniciación de un nuevo procedimiento por no haberse producido la prescripción, podrán incorporarse a éste los actos y
trámites cuyo contenido se hubiera mantenido igual de no haberse producido la caducidad. En todo caso, en el nuevo
procedimiento deberán cumplimentarse los trámites de alegaciones, proposición de prueba y audiencia al interesado» .
En definitiva, la caducidad conlleva la necesidad de reiniciar un nuevo procedimiento y que en ese procedimiento se
practiquen trámites que se consideran esenciales (alegaciones, proposición de prueba y propuesta de resolución) para poder
dictar una resolución administrativa valida. Y así lo ha declarado nuestro Tribunal Supremo en las sentencias nº 436/2018, de
19 de marzo (rec. 2412/2015), STS 438/2018, de 19 de marzo (recurso 2054/2017), entre otras.
En el supuesto que nos ocupa, tras la declaración de caducidad del procedimiento administrativo, la Administración, sin
acordar la iniciación de un nuevo procedimiento, se limitó a dictar la misma propuesta de resolución que había acordado en
el procedimiento caducado y, tras conceder un trámite de alegaciones, dictó una nueva resolución de fondo.
Pues bien, la Administración debió haber dictado una resolución acordando la iniciación de un nuevo procedimiento,tramite
relevante no solo porque formaliza la iniciación de un nuevo procedimiento, sino porque además dicha resolución tiene
transcendencia para el cómputo del plazo de caducidad como inmediatamente analizaremos.Así mismo la Administración

20/07/2026

5/7

https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=LE0000559951&version=Vigente&anchor=I464
https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=LE0000559951&version=Vigente&anchor=I542
https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=LE0000559951&version=Vigente&anchor=I464
https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=LE0000559951&version=Vigente&anchor=I407
https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=JU0005770730&version=Vigente
https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=LE0000559951&version=Vigente
https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=JU0006077497&version=Vigente
https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=JU0006077498&version=Vigente


debió realizar una nueva actividad instructora y probatoria respecto de los hechos relevantes para la decisión de fondo, si
bien conforme al artículo 95.3 de la Ley 39/2015 podrá incorporar al nuevo procedimiento los actos y trámites cuyo contenido
se hubiera mantenido igual de no haberse producido la caducidad, pero ello exige una resolución administrativa que así lo
acuerde.
Ahora bien, carece de trascendencia anulatoria que la propuesta de resolución fuese dictada por el mismo órgano que dicto
la resolución de fondo, pues esta posibilidad se contempla en el art. 88.7 de la Ley 39/2015, no siendo de aplicación las
previsiones contenidas en el art. 64 de dicha norma, referidas al procedimiento sancionador.
La cuestión se traslada pues a determinar sí tras la reanudación del procedimiento se cumplieron los tramites esenciales
exigidos por el art. 95.3 de la Ley 39/2015; esto es, una resolución que iniciase el nuevo procedimiento, un nuevo tramite de
alegaciones y una propuesta de resolución .
Pero lo cierto es que en este supuesto no consta la existencia de resolución expresa que acordase la iniciación de un nuevo
procedimiento ni ninguna otra actuación administrativa posterior hasta que se remitió a la empresa recurrente un oficio de la
Subdirectora General de Energía y Minas de 3 de febrero de 2020 dando traslado de lo que ya era una propuesta de resolución
sin fecha a la empresa recurrente para que presentase alegaciones.
Por tanto , en conclusión, por este motivo del recurso, es estimable la pretensión actora provocando la no conformidad a
Derecho de la resolución impugnada y la nulidad de la misma.
c) Sobre la caducidad del segundo procedimiento administrativo.
Como hemos dicho antes la actuación de la Administración, tras declarar la caducidad del procedimiento anterior, tiene
relevancia respecto a la invocada caducidad del nuevo procedimiento.
La primera resolución que nos consta del segundo procedimiento es el traslado de una propuesta de resolución, sin que
conste la existencia de una resolución expresa que acordase la iniciación de un nuevo procedimiento ni ninguna otra
actuación administrativa posterior hasta que se remitió a la empresa recurrente el oficio de la Subdirectora General de
Energía y Minas de 3 de febrero de 2020 dando traslado de una propuesta de resolución sin fecha a la empresa recurrente
para que presentase alegaciones.
El letrado de la Comunidad de Madrid razona para el cómputo del plazo de caducidad de tres meses - por aplicación
supletoria del plazo previsto en el art. 21.2 de la Ley 39/2015- que deben descontarse los periodos en que los plazos de
caducidad estuvieron suspendidos por aplicación de la previsión contenida en la Disposición Adicional Cuarta del Real
Decreto 463/2020 de 14 de marzo, por el que se declaró el estado de alarma como consecuencia de la crisis sanitaria
generada y que estableció que los plazos de prescripción y caducidad de cualesquiera acciones y derechos quedaban
suspendidos durante el plazo de vigencia del estado de alama y de las prórrogas que se adopten, hasta que el Real Decreto
537/2020 de 22 de (artículo 10) acordó que la suspensión se alzaba con efectos del 4 de junio de 2020.
Ello le lleva a concluir que computando el plazo de caducidad desde que se le notificó a la empresa la propuesta de
resolución (3 de febrero de 2020) hasta la resolución que puso fin al procedimiento (6 de julio de 2020) uniendo el periodo en
que estuvieron suspendidos los plazos - desde el 14 de marzo al 4 de junio (82 días)- no se habría producido la caducidad de
este nuevo procedimiento.
Pero, este razonamiento olvida que el computo del plazo de caducidad de los procedimientos se inicia, tal y como dispone el
21.3, a) de la Ley 39/2015 desde la fecha del acuerdo de iniciación y no desde el momento en que la Administración decide
notificar la propuesta de resolución con la que aparentemente inicia el nuevo procedimiento.
El problema que surge en el caso que nos ocupa es que desde que se produjo la declaración de caducidad del primer
procedimiento -por resolución de 27 de mayo de 2019- no consta ninguna actuación hasta la notificación de la propuesta de
resolución.
Le correspondía a la Administración demostrar la fecha en que acordó iniciar el nuevo procedimiento, pues la falta de
acreditación de este extremo solo puede operar en su perjuicio cuando la parte ha alegado la caducidad del procedimiento.
El cómputo del plazo de caducidad comienza en la fecha en que se dicta la resolución que inicia el procedimiento -ni siquiera
cuando se notifica esta- y la Administración ni ha acreditado que dictase una resolución iniciando el procedimiento ni que
ocurrió entre la fecha en que declaró caducado el anterior (27 de mayo de 2019) y la fecha en que se notificó la nueva
propuesta de resolución.
Es por ello que también procede apreciar la caducidad del procedimiento y consecuentemente, sin necesidad de examinar las
restantes cuestiones planteadas en la demanda, acordar la nulidad de las resoluciones administrativas dictadas en el mismo
que ahora se impugnan.
SEXTO. A tenor de lo dispuesto en el artículo 139.1 de la Ley 29/1998, de 13 de Julio, reguladora de la Jurisdicción
Contencioso Administrativa, procede la imposición de costas a la Administración demandada fijándose moderadamente en
la suma de 2000 euros.
Vistos los precedentes artículos y demás de general aplicación, en atención a lo expuesto, y en ejercicio de la potestad
jurisdiccional que nos confiere la Constitución,
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Minería

FALLAMOS

Que debemos estimar y estimamos el recurso contencioso administrativo PO 455-2022 interpuesto por el Procurador D.
Ignacio Argos Linares, actuando en nombre y representación de "Fabricación y Transportes de Áridos Fuenpeña SA" contra la
resolución dictada el 29 de diciembre de 2021 por el Viceconsejero de Economía que desestimó el recurso de alzada
interpuesto por dicha entidad contra la resolución de la Dirección General de Industria, Energía y Minas, de fecha 26 de junio
de 2020, por la que se ordena el desmantelamiento del establecimiento de beneficio vinculado con la explotación de recursos
de la Sección A) , gravas y arenas, denominada "ALPESA" nº A030, sita en el término municipal de San Fernando de Henares;
resoluciones que anulamos por no ser conformes a Derecho.
A tenor de lo dispuesto en el artículo 139.1 de la Ley 29/1998, de 13 de Julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa, procede la imposición de costas a la Administración demandada con el límite fijado en el último fundamento
jurídico de esta Sentencia.
La presente sentencia es susceptible de recurso de casación, que deberá prepararse ante esta Sala en el plazo de treinta
días,contados desde el siguiente al de su notificación, acreditándose en el escrito de preparación del recurso el cumplimiento
de los requisitos establecidos en el artículo 89.2 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-administrativa, con justificación del
interés casacional objetivo que presente. Previa constitución del depósito previsto en la Disposición Adicional Decimoquinta
de la Ley Orgánica del Poder Judicial, bajo apercibimiento de no tener por preparado el recurso.
Dicho depósito habrá de realizarse mediante el ingreso de su importe en la Cuenta de Depósitos y Consignaciones de esta
Sección, cuenta-expediente nº 2582-0000-93-0455-22 (Banco de Santander, Sucursal c/ Barquillo nº 49), especificando en el
campo conceptodel documento Resguardo de ingreso que se trata de un "Recurso" 24 Contencioso-Casación (50 euros). Si el
ingreso se hace mediante transferencia bancaria, se realizará a la cuenta general nº 0049-3569-92-0005001274 (IBAN ES55-
0049-3569 9200 0500 1274) y se consignará el número de cuenta-expediente 2582-0000-93-0455-22 en el campo
"Observaciones" o "Concepto de la transferencia" y a continuación, separados por espacios, los demás datos de interés.
Así por esta nuestra Sentencia, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.
La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha sido dictada sólo podrá llevarse a
cabo previa disociación de los datos de carácter personal que los mismos contuvieran y con pleno respeto al derecho a la
intimidad, a los derechos de las personas que requieran un especial deber de tutela o a la garantía del anonimato de las
víctimas o perjudicados, cuando proceda.
Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni comunicados con fines contrarios a las leyes.
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